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Anotaciones sobre el derecho a la 
educación en el Perú hoy: la urgencia 

por la indignación

Santiago Cueto*

¿Qué es un derecho humano? De acuerdo con Unesco (2019), “los de-
rechos humanos son normas universales que describen estándares de 
conducta que permiten proteger a todos de abusos políticos, legales, 
sociales y económicos”1 (p. 25).

En el caso de educación, luego de la Segunda Guerra Mundial, en 
diciembre de 1948, la Asamblea General de las Naciones Unidas apro-
bó la Declaración Universal de Derechos Humanos, donde incluyó esta 
materia como parte de su ámbito. Así, el artículo 26 dice: “Toda persona 
tiene derecho a la educación. La educación debe ser gratuita, al menos 
en lo concerniente a la instrucción elemental y fundamental. La ins-
trucción elemental será obligatoria. La instrucción técnica y profesional 
habrá de ser generalizada; el acceso a los estudios superiores será igual 
para todos, en función de los méritos respectivos.”2 En varios instrumen-
tos posteriores se ha ampliado el concepto, incluyendo la Convención 
sobre los Derechos del Niño de Naciones Unidas de 1989, que aporta la 
noción de igualdad de oportunidades.3 Como se verá más adelante, en la 
legislación peruana se reconoce el derecho a la educación. Sin embargo, 

*	 Agradezco los aportes de Paula Cardó Roggero para la revisión bibliográfica y conceptualización del 
presente ensayo. Claudia Felipe aportó todos los datos incluidos en las tablas. Los comentarios y 
sugerencias de María Balarin, Juan León, Sandro Marcone y Claudia Sugimaru a una versión previa 
del presente ensayo fueron agudos e informados, y contribuyeron así a mejorarlo. Diana Balcázar, 
con gran oficio y eficiencia, consiguió muchos de los textos incluidos aquí.

1 	 Traducción del autor del inglés al castellano.
2 	 Tomado de https://www.un.org/es/about-us/universal-declaration-of-human-rights. 
3 	 Véase https://www.un.org/es/events/childrenday/pdf/derechos.pdf. 

A.
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es obvio, a partir de la lectura de la misma Declaración de hace 74 años, 
que hay mucho que avanzar para hacer realidad el derecho a la educa-
ción. Al ser el Perú suscriptor de los acuerdos mencionados, está en la 
obligación no solo de incorporar los principios en su legislación nacional, 
sino de llevarlos adelante con programas y políticas.

En este ensayo, argumento que necesitamos retomar la noción de 
que la educación es un derecho como la base de todas las políticas y 
programas en el sector, si es que queremos que el Perú se desarrolle 
consolidando su democracia. Así, el derecho a la educación no solo 
debe configurar políticas en el sector, sino aportar al desarrollo de una 
sociedad más justa, engarzando con políticas basadas en derechos 
en todos los sectores. Contrariamente a esto, a lo largo de la historia 
la educación ha perpetuado inequidades que se observan de manera 
diferente en períodos específicos. En el Perú, solo se han publicado, 
hace algunas décadas, algunos ensayos sobre el tema, que no se han 
continuado (por ejemplo, Cueto, 1968).

Durante gran parte de nuestro pasado, la inequidad se refería al acceso 
a la educación básica, lo cual se vinculaba, a su vez, con el analfabetismo 
de un alto porcentaje de la población. Actualmente, se ha avanzado mucho 
en la cobertura del sistema educativo, sobre todo en la educación primaria 
(Guadalupe et al., 2017), pero se presentan inequidades tanto en la calidad 
de la educación básica como en el acceso y calidad de la educación supe-
rior para diferentes grupos de la población. Estas inequidades se observan 
entre estudiantes urbanos y rurales, con y sin discapacidad, indígenas y 
castellanohablantes, y pobres y no pobres, por mencionar algunos de los 
principales (Cueto, Miranda y Vásquez, 2016). Pensar en la educación como 
un derecho para todos y todas, que aporte a la consolidación de la demo-
cracia, requiere analizar lo que este concepto significa en una serie de as-
pectos específicos. Pero antes de explorarlos, haremos un breve repaso de 
la normativa vigente en el Perú respecto del derecho a la educación.

1. El derecho a la educación en la Constitución 
y la Ley General de Educación

Tomado de la Constitución Política del Perú de 1993:  “[…] La educación 
inicial, primaria y secundaria son obligatorias. En las instituciones del 
Estado, la educación es gratuita. En las universidades públicas el Es-
tado garantiza el derecho a educarse gratuitamente a los alumnos que 
mantengan un rendimiento satisfactorio y no cuenten con los recursos 
económicos necesarios para cubrir los costos de educación […]” (artícu-
lo 17) y  “[…] Es deber del Estado asegurar que nadie se vea impedido de 
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recibir educación adecuada por razón de su situación económica o de 
limitaciones mentales o físicas […]” (artículo 16).4 Como en muchos otros 
casos, el cumplimiento de esta norma es parcial, pues, por ejemplo, a 
pesar del incremento en la matrícula, muchos jóvenes continúan sin 
culminar la educación secundaria.

En el artículo 3 de la Ley General de Educación del 2003 se expande 
el concepto: “La educación es un derecho fundamental de la persona y 

4 	 Tomado de https://www.congreso.gob.pe/Docs/files/constitucion/constitucion-politi-
ca-14-03-18.pdf. 

La educación y el desarrollo humano, especialmente en contextos de 
pobreza, son las principales áreas de interés de Santiago. Además de sus 
propias publicaciones, ha sido revisor de artículos científicos en libros y 
revistas académicas revisadas por pares. Ha sido miembro del Conse-
jo Técnico del Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación de 
México. Fue presidente de la Sociedad de Investigación Educativa Pe-
ruana y consejero del Consejo Nacional de Educación. Ha sido también 
consultor de organismos internacionales como el Banco Interamericano 

de Desarrollo, el Banco Mundial y la Unesco.

Su trabajo ha merecido múltiples reconocimientos. En la conferen-
cia anual del Global Development Network del 2003 un trabajo suyo 
recibió la medalla a la mejor investigación en la categoría Educación, 
Conocimiento y Tecnología. Obtuvo en el 2010 el Premio Nacional de 
Psicología del Colegio Nacional de Psicólogos del Perú. El Ministerio de 
Educación lo condecoró en el 2018 con las Palmas Magisteriales, en 

el grado de Amauta.

Además de ser profesor principal del Departamento de Psicología de 
la PUCP, representa al Perú en el estudio internacional Niños del Mile-

nio. Es director ejecutivo e investigador principal en GRADE.

Santiago es Ph. D. en Psicología Educacional por Indiana University y 
licenciado en Psicología Educacional por la PUCP. Ha sido investigador 

visitante en University of California, Davis, y en University of Oxford.

Santiago Cueto
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de la sociedad. El Estado garantiza el ejercicio del derecho a una educa-
ción integral y de calidad para todos y la universalización de la Educación 
Básica. La sociedad tiene la responsabilidad de contribuir a la educación 
y el derecho a participar en su desarrollo”.5 En el artículo 8 se señalan 
los principios de la educación peruana: ética, equidad, inclusión, calidad, 
democracia, interculturalidad, conciencia ambiental, y creatividad e in-
novación. Se trata de principios que deberían inspirar desde las políti-
cas nacionales hasta las prácticas docentes en el aula, aunque es claro 
también que su significado específico merece discutirse. A esta reflexión 
apunta este ensayo. Para ello, se presentan y discuten algunas de las 
nociones anteriores y otras no previstas en los instrumentos señalados, 
pero que pensamos que tienen una gran relevancia para el presente y 
posiblemente para el futuro.

2. ¿Cómo se debería implementar una política 
basada en el derecho a la educación?

Tener el derecho legal a algo no garantiza que este se pueda ejercer 
en contextos específicos. Para poder lograr esto último, es relevante 
entender los aspectos que se suelen incluir bajo el paraguas del 
derecho a la educación. Al respecto, destacamos el trabajo de Katarina 
Tomasevski, quien entre 1998 y el 2004 fue la primera relatora especial 
sobre el derecho a la educación de Naciones Unidas. En su informe 
del 20046 y otros documentos, argumentó que los Gobiernos tienen la 
obligación de proveer a la ciudadanía una educación con las siguientes 
características: asequibilidad (dispone de programas y servicios 
en condiciones de operar), accesibilidad (es gratuita y obligatoria, 
al menos en educación básica, e inclusiva, sin obstáculos para el 
acceso), aceptabilidad (incluye seguridad en la escuela, garantiza que 
los indígenas se educarán en su propia lengua y prohíbe los castigos 
corporales) y adaptabilidad (considera el interés superior de los niños, 
incluyendo sus aprendizajes). En esta concepción, los niños, niñas y 
jóvenes son los titulares del derecho a la educación; por el contrario, 
en el Perú hemos visto muchas veces discutir la agenda educativa sin 
su participación o inclusión, considerando que la agenda es un reclamo 
solamente de los docentes. Para el monitoreo de lo que se conoce 
como las 4A, Tomasevski propuso una serie de indicadores.7

5	 Tomado de http://www.minedu.gob.pe/p/ley_general_de_educacion_28044.pdf 
6	 Véase, por ejemplo, Progress report of the Special Rapporteur on the right to education. 

Katarina Tomasevski, submitted in accordance with Commission on Human Rights reso-
lution 1999/25; E/CN.4/2000/6, 1 February 2000.

7	 Véase http://www.derechoshumanos.unlp.edu.ar/assets/files/documentos/indicadores-
del-derecho-a-la-educacion.pdf 
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La Orealc, de la Unesco, publicó en el 2007 un documento sobre el 
mismo tema, en el cual plantea que una educación de calidad se debe 
basar en cinco dimensiones: equidad (en el acceso, en los recursos 
y calidad del proceso educativo, y en los resultados del aprendizaje), 
relevancia, pertinencia, eficacia y eficiencia. Sobre la base de estos 
principios, propusieron a los ministros de Educación de la región las 
siguientes recomendaciones (Orealc/Unesco, 2007, p. 20):

•• Asegurar el rol del Estado como garante y regulador del derecho 
universal a una educación de calidad.
•• Garantizar el derecho de las personas a aprender a lo largo de 

la vida.
•• Avanzar desde enfoques homogéneos y estandarizados hacia 

políticas educativas integrales que consideren la diversidad con 
cohesión social.
•• Enfatizar las políticas destinadas a garantizar la inclusión.
•• Asegurar una distribución equitativa de recursos para una escuela 

pública gratuita y de calidad para todos.
•• Mejorar el balance en la asignación de tareas y responsabilidades 

entre los diferentes niveles de gestión, fortaleciendo el protagonis-
mo de los actores locales.
•• Implementar políticas integrales para el fortalecimiento de la 

profesión docente.
•• Diseñar y desarrollar currículos relevantes y pertinentes para todo 

el alumnado.
•• Fortalecer políticas que tengan como centro la transformación 

de las escuelas para que sean más inclusivas y logren mayores 
aprendizajes.
•• Llevar a cabo políticas integrales de evaluación educativa orien-

tadas a la mejora progresiva de la calidad de la educación y del 
funcionamiento de los sistemas educativos.

Sin entrar en un recuento de indicadores para el caso peruano, es cla-
ro que la lista contiene todavía muchas recomendaciones en las que el 
avance ha sido nulo o incipiente. Con estos antecedentes, que señalan 
qué características debería tener un sistema educativo que se guíe a par-
tir de un enfoque de derechos, se discuten en las siguientes secciones, de 
manera breve, dos temáticas en las que parece haber gran distancia entre 
la normativa y el ejercicio pleno del derecho a la educación por parte de la 
ciudadanía: la gratuidad de la educación y el acceso a internet.
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La gratuidad de la educación
En el artículo 4 de la Ley General de la Educación, mencionada antes, se 
dice: “La educación es un servicio público; cuando lo provee el Estado es 
gratuita en todos sus niveles y modalidades, de acuerdo con lo establecido 
en la Constitución Política y en la presente ley. En la Educación Inicial y Pri-
maria se complementa obligatoriamente con programas de alimentación, 
salud y entrega de materiales educativos”. Lo anterior se ha cumplido en 
parte: la educación pública no cobra una pensión a los padres y madres de 
familia, y en muchos casos provee de materiales y alimentación. Asimismo, 
existe el SIS,8 disponible para personas que no puedan acceder a otros 
programas de salud. El único monto que se requiere de las familias es el 
pago para la Asociación de Padres y Madres de Familia, equivalente al 1,5% 
de una unidad impositiva tributaria, aunque el no pago de este monto no 
impide la matrícula o asistencia a la escuela. No conocemos indicadores 
que monitoreen este pago o el uso prioritario que se les da a estos fondos.

Sin embargo, desde hace al menos 20 años existe evidencia empírica 
que muestra que las familias contribuyen con un gasto significativo a la 
educación de sus hijos e hijas, incluyendo a los que asisten a institucio-
nes públicas (Saavedra y Suárez, 2002). Más recientemente, Guadalupe 
et al. (2017) encontraron que las familias cuyos hijos estudian en institu-
ciones públicas siguen gastando en materiales educativos y otros rubros. 
Cuando uno visitaba instituciones educativas antes de la pandemia, era 
común observar a docentes que pedían a los familiares que solventaran 
los gastos no proporcionados por el Estado, que incluían la compra de 
materiales de uso cotidiano en el salón de clases –como papelógrafos–, 
las visitas escolares y, en algunos casos, textos adicionales o diferentes de 
los que repartía el Estado. También se había vuelto común en contextos 
urbanos que se solicitara a las familias comprar uniformes específicos 
para la institución; si bien las instituciones no podían obligarlas a cumplir 
este requisito, ejercían mucha presión para que realizaran estos gastos. 
Durante la pandemia, se han registrado reportes de comunidades que se 
organizaron en torno a la escuela pública para pagar servicios de internet. 
Finalmente, en ningún caso las instituciones educativas públicas solven-
tan el gasto de transporte hacia y desde el local escolar, y la provisión de 
alimentos en las escuelas públicas no es universal.9 Por el lado positivo, 

8 	 Seguro Integral de Salud, véase https://www.gob.pe/sis. 
9 	 Una excepción importante son los colegios de alto rendimiento (COAR, http://www.mine-

du.gob.pe/coar/), en los que, como se sabe, se cubren todos los materiales, alimentación 
y seguro médico, y se generan ambientes pedagógicos –como laboratorios– que no son 
comunes en otras instituciones del sector público. Al estar estas instituciones orientadas 
a estudiantes de alto rendimiento, hay un cuestionamiento sobre si esto genera mayor 
inequidad. No se trata, por supuesto, de quitarles a unos para darles a otros, sino de re-
conocer plenamente que la educación es un derecho de todos.
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como reportan Guadalupe et al. (2017), la inversión pública en el sector 
Educación ha crecido notablemente durante los últimos años.

La gratuidad de la educación fue discutida en el 2008 en el Informe de 
la Defensoría del Pueblo. En este informe, citando a Tomasevski, se dice 
que “el concepto de gratuidad no puede ser reducido a la eliminación 
de cobros de matrícula y de otros derechos académicos, sino que im-
plica el desarrollo de una estrategia que garantice a todos los niños y las 
niñas la disponibilidad de materiales de estudio, uniformes, transporte 
y alimentación escolar” (p. 9).10 En las recomendaciones del informe se 
incluye la elaboración de un “Plan de Acción detallado para la aplicación 
progresiva de la enseñanza primaria obligatoria y gratuita, de manera que 
éste pueda contar con el respaldo político necesario para su ejecución. 
La elaboración e implementación de dicho Plan le corresponde al Mi-
nisterio de Educación” (pp. 220 y 221). Este informe no ha sido retomado 
por ninguna de las gestiones ministeriales desde su publicación.

Conclusión sobre la gratuidad de la educación
Si bien la inversión pública en educación se ha incrementado de manera 
notable durante los últimos años, la inversión por estudiante es menor 
que en muchos países vecinos (Guadalupe et al., 2017); además, el mon-
to parece totalmente insuficiente para cumplir con el derecho a la edu-
cación pública gratuita de calidad para todos los estudiantes, aunque 
no se sabe exactamente cuánto sería necesario para ello. En este punto 
hay que considerar, como señalan Guadalupe et al. (2017), los cambios 
demográficos en la población que se tendrán que atender durante las 
próximas décadas. Al final de este ensayo retomamos algunas sugeren-
cias para avanzar en este tema.

Derecho a internet
Un derecho que se había empezado a discutir internacionalmente, pero 
que ha cobrado más importancia a raíz de la pandemia, es el derecho 
a contar con internet. ¿Todas las personas deberían acceder a recursos 
digitales e internet como parte de los servicios que provee el Estado 
–igual que la salud o la educación–, de alta calidad y de manera gratuita? 
La importancia proviene de los cambios que el acceso a internet ha 
generado, caracterizados como la cuarta revolución industrial, que incluye 
lo que se ha llamado “el internet de las cosas”. La cuarta revolución 
industrial se vincula con las transformaciones y mejoras en la calidad 
de vida que el acceso a internet y la interconectividad han permitido en 
campos diversos, incluyendo la biotecnología, el transporte, el comercio, 

10 	 Tomado de https://www2.congreso.gob.pe/Sicr/ApoyComisiones/comision2011.nsf/021doc
umentos/0A3F5B80C13BAF2D05258154005BCDD4/$FILE/Informe_N_131.pdf. 
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la interconexión de sistemas, la inteligencia artificial, las comunicaciones, 
el entretenimiento y, por supuesto, la educación. Así, se puede argumentar 
que, en el mundo actual, una persona sin acceso a dispositivos digitales ni 
a internet ve limitadas sus oportunidades de desarrollo físico, educativo, 
laboral y personal. Recientemente, la Unesco publicó una nota conceptual 
sobre educación y tecnología11 en la que destaca la importancia del acceso, 
la equidad y la inclusión, en línea con el Objetivo de Desarrollo Sostenible 
4 (descrito más adelante). La Unesco plantea que las condiciones para 
que la tecnología respalde la educación son tres: acceso, gobernanza y 
regulación, y preparación del personal docente. Sin embargo, en el Perú, 
el acceso a recursos TIC es inequitativo, como se muestra en la tabla 1.

Pero, para tener una visión comprehensiva sobre este potencial de-
recho, no se debe considerar solo el acceso, sino también las habilida-
des digitales. Para desarrollar esas habilidades, importa, asimismo, la 
frecuencia de uso de los dispositivos (Cueto, Felipe y León, 2018). Sin 
embargo, el Estado no ha sido equitativo en la provisión de tecnología y 
recursos audiovisuales en las escuelas, como se observa en la tabla 2.

El argumento para esta provisión inequitativa del servicio se ha ba-
sado en un sentido distorsionado de eficiencia: con el mismo dinero, 
se puede atender a más estudiantes en zonas urbanas, dado que el 
acceso es más fácil y la concentración en instituciones educativas, 

11 	 Disponible en https://unesdoc.unesco.org/ark:/48223/pf0000378950_spa. 

Tabla 1
Porcentaje de hogares que tienen acceso a TIC, 
por área de residencia y nivel de pobreza

Fuente: Enaho 2020, cálculos propios. 
*Hogares que cuentan con al menos una computadora 
**Hogares que tienen al menos un celular

Zona de residencia Nivel de pobreza

Acceso a Urbano Rural Pobre  
extremo

Pobre no  
extremo No pobre

Computadora o 
laptop* 40,1 8,2 4,5 16,1 39

Conexión a 
internet 46,9 8,8 7,4 20 45

Celular ** 96,8 88,1 92,4 94,8 95,1
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mayor. El problema es que las políticas basadas en este argumento 
incrementan la inequidad, considerando que las tasas de pobreza mo-
netaria son mayores en las zonas rurales que en las urbanas (45,7% e 
y 26,0% respectivamente para el 2020).12

El currículo peruano vigente incluye la importancia de contar con habili-
dades digitales, como se puede notar tanto en el perfil de egreso –“El estu-
diante aprovecha responsablemente las tecnologías de la información y de 
la comunicación (TIC) para interactuar con la información, gestionar su co-
municación y aprendizaje” (p. 17)–  como en la competencia –[el estudiante] 
“Se desenvuelve en los entornos virtuales generados por las TIC” (p. 151)13–. 

A pesar de la importancia de las habilidades digitales, no se ha in-
cluido esta área en las evaluaciones nacionales, que suelen priorizar 
Comprensión de Lectura y Matemática. En el estudio longitudinal Niños 
del Milenio, basados en datos de autorreportes, Cueto et al. (2018) en-
cuentran que, para dos cohortes –adolescentes y adultos jóvenes–, el 
acceso a dispositivos digitales se está produciendo a edades cada vez 
más tempranas, lo cual es positivo; sin embargo, existen brechas mar-
cadas por variables sociodemográficas como las antes identificadas. En 
cuanto a las habilidades digitales, también se encuentra inequidad. Los 
resultados de este estudio sugieren la importancia de iniciar a temprana 
edad el uso de estos dispositivos, con fines pedagógicos, priorizando los 
hogares donde no existe el recurso TIC.

En cuanto a programas, durante al menos los últimos 20 años han 
funcionado varios diseñados con fines altruistas, pero que no han logra-
do mayor impacto en los aprendizajes de los estudiantes. Por ejemplo 
el programa One Laptop per Child (OLPC), que se implementó a fines 
de la primera década del presente siglo y estuvo orientado inicialmente 
hacia la población con menores índices de desarrollo humano, parece 
no haber generado impacto en el rendimiento en Lectura y Matemática, 
aunque sí en habilidades digitales (Cristia et al., 2017). La interpreta-
ción parecería ser que no se deben esperar resultados en aprendizajes 
curriculares de programas digitales que se concentren en la provisión 
de tecnología sin considerar los múltiples aspectos vinculados con su 
implementación y desarrollo. Arias Ortiz y Cristia (2014) han sugerido 
que los programas de tecnología en educación que más impacto lo-
graron son los que contaban con un enfoque guiado, que especificaba 

12 	 Tomado de https://www.inei.gob.pe/media/MenuRecursivo/publicaciones_digitales/Est/
pobreza2020/Pobreza2020.pdf. 

13 	 Ver http://www.minedu.gob.pe/curriculo/.  
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Tabla 2
Instituciones educativas* de primaria públicas y acceso 
a TIC por área (porcentaje) 

Fuente: Censo Educativo 2020, cálculos propios. 
*Calculado en el nivel de códigos modulares. 
Se considera si la escuela cuenta al menos con un recurso operativo.

Recurso Urbana Rural

Televisor(es) 67,5 56,8

Computadoras/PC de escritorio 77,3 41,3

Laptop convencionales 54,8 19,9

Laptop XO 69,0 49,7

Tablet 17,5 1,8

Proyector 81,5 41,6

Radiograbadora 32,4 16,8

Reproductor de DVD o Blu-Ray 30,8 34,2

Impresoras 76,4 66,0

Pizarras digitales 8,3 3,0

Servicio de internet 73,2 12,2

las condiciones para el uso de esta y proporcionaba software educativo. 
Bustamante (2020a y 2020b) ha argumentado recientemente que los 
programas de educación a distancia en general, incluyendo los que usan 
tecnología, han carecido de continuidad entre Gobiernos. Un ejemplo 
reciente de esto es la Estrategia Nacional de las Tecnologías Digitales en 
la Educación Básica, aprobada para el periodo 2016-2021.14 Si se hubieran 
cumplido los hitos de esta estrategia, habríamos contado con mucha 
mejor preparación para enfrentar la pandemia.

Todo lo anterior justifica la importancia de que las personas cuenten 
con dispositivos digitales e internet, y que sobre esta base desarrollen 
sus habilidades digitales. El tema de las TIC casi no aparece en la Ley 
General de Educación del 2003. En el 2017, el colectivo que conforma 
el Acuerdo Nacional aprobó el punto 35 de su agenda, referido a la 

14 	 Véase https://cdn.www.gob.pe/uploads/document/file/110893/_505-2016-MINEDU_-_13-
12-2016_07_25_15_-RSG_N__505-2016-MINEDU.pdf. 
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“sociedad de información y conocimiento”, por lo que este parecería 
un actor relevante para las discusiones de los planes nacionales al 
respecto. El hecho reciente más importante es que, en el 2021, la 
Comisión de Constitución del Congreso de la República, influenciada 
por la pandemia, sugirió un cambio en el artículo 2 de la Constitución: 

Toda persona tiene derecho: 4. A las libertades de información, 
opinión, expresión y difusión del pensamiento mediante la palabra 
oral o escrita o la imagen, por cualquier medio de comunicación 
social, sin previa autorización ni censura ni impedimento algunos, 
bajo las responsabilidades de ley. El Estado garantiza el acceso al 
internet y las tecnologías de la información y comunicación, prio-
rizando su cobertura en el sector rural.15 

La norma prioriza la ruralidad, cuando son tanto esta variable como la 
pobreza las que definen muchas de las inequidades educativas. El texto 
fue aprobado por el Congreso en una primera legislatura, que terminó 
en julio del 2021. Sin embargo, está pendiente confirmar este cambio en 
una segunda legislatura. De aprobarse, habría que elaborar un plan para 
implementar este derecho, que no depende de un solo sector. 

Si tomamos el ejemplo de educación, el riesgo es que el énfasis se 
ponga solamente en el acceso a recursos e internet. Como se explicó an-
teriormente, esto no necesariamente genera mayores habilidades entre 
los estudiantes. Algunos colectivos han planteado la necesidad de avan-
zar hacia una sociedad de la información y el conocimiento: “Convertirnos 
en una sociedad de la información y el conocimiento (SIC) consiste en ser 
ciudadanos informados, críticos, participativos y colaborativos que ejer-
cen sus derechos y libertades, y que consumen y producen conocimiento 
para su propio desarrollo y al servicio del bien común. Ello implica que el 
país cuente con un nuevo modelo y plan de acción de conectividad, así 
como establecer una gobernanza de la Agenda Digital y política nacional 
de cultura digital”.16 De hecho, como ha sugerido Marcone recientemente, 
el reto está en el uso, la apropiación y la sostenibilidad del recurso.17

En el 2020, el Gobierno creó el Sistema Nacional de Transformación 
Digital, que incluye entre sus principios “apertura, transparencia e inclusión”, 

15 	 Tomado de https://leyes.congreso.gob.pe/Documentos/2016_2021/Proyectos_de_Ley_y_
de_Resoluciones_Legislativas/Proyectos_Firmas_digitales/PL05843.pdf. 

16 	 Véase https://paragobernarnosmejor.pe/sociedad-de-la-informacion/. Del mismo gru-
po, véase https://paragobernarnosmejor.pe/2021/03/04/es-relevante-el-debate-sobre-
internet-como-derecho-humano/. 

17 	 Véase http://sandromarcone.blogspot.com/2020/12/podra-el-peru-ser-un-pais-digital.html. 
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así como “servicios digitales centrados en las personas”.18 En septiembre 
del 2021, la PCM aprobó el reglamento para el Sistema Nacional de 
Transformación Digital.19

Por su parte, el Minedu implementó, poco después del inicio de la 
pandemia, la estrategia Aprendo en Casa, orientada al cierre de la bre-
cha digital. Como parte del trabajo de este sector, se compraron un 
poco más de un millón de tablets, el 85% de las cuales se repartieron 
en las instituciones educativas hasta abril del 2021.20 Existen muchos 
retos vinculados con esta compra, como la solidez del modelo pe-
dagógico que respalda su utilización, la habilidad pedagógica de los 
docentes para emplear la tecnología como un recurso en el aula, y el 
uso de recursos digitales cuando, en muchos casos, las instituciones 
no tienen acceso a internet, lo que limita la posibilidad de realizar in-
tercambios educativos. Se trata, sin duda, de un programa ambicioso y 
loable, pues apunta a reducir inequidades históricas; de todos modos, 
habrá que monitorearlo y evaluarlo, buscando su continuidad y mejora 
constante. Durante la pandemia, la ENDO reportó que alrededor de 
dos tercios de los docentes habían recibido capacitación sobre el uso 
de las TIC.21 Estos datos pueden tener sesgos por la muestra a la que 
se tuvo acceso; sin embargo, se trata de una encuesta relevante para 
mejorar diferentes aspectos de la labor docente.

Conclusión sobre el derecho a internet
A diferencia de la gratuidad de la educación, este derecho no existe toda-
vía en la normativa, aunque, como se mencionó antes, hay una propuesta 
para incorporarlo en la Constitución. La meta no debería limitarse solo 
a temas estructurales –acceso a dispositivos e internet–, sino favorecer 
el desarrollo hacia una sociedad de la información y el conocimiento. La 
PCM parece ser el actor más indicado para liderar una iniciativa de este 
tipo –siguiendo la normativa mencionada–, pero también debe promo-
verse la activa participación de una diversidad de actores, incluyendo el 
sector privado. Como se señaló antes, los temas de la formación inicial 
y el desarrollo profesional docente parecen particularmente relevantes 
para promover los aprendizajes de los estudiantes.

18 	 Veáse https://busquedas.elperuano.pe/normaslegales/decreto-de-urgencia-que-crea-el-
sistema-nacional-de-transfor-decreto-de-urgencia-n-006-2020-1844001-1/. 

19 	 Véase https://cdn.www.gob.pe/uploads/document/file/2209135/1995486-1.pdf.pdf. 
20 	 Véase https://www.gob.pe/institucion/minedu/noticias/396906-minedu-ya-ha-distribui-

do-el-85-de-las-tablets. 
21 	 Véase http://www.minedu.gob.pe/politicas/docencia/pdf/reportes/1-endo2020-nacional.pdf. 
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¿Qué otros temas se deberían incluir en una discusión 
sobre el derecho a la educación? Segregación, género y más
Los anteriores son solo dos aspectos, vinculados con el derecho a la 
educación, en los que se podría profundizar bastante más. McCowan 
(2013) elaboró una reflexión muy interesante –a escala internacional– 
sobre este tema, que incluye aspectos que los estudiantes deberían 
aprender durante su escolaridad, una dimensión que casi no hemos cu-
bierto aquí, excepto por la referencia al currículo nacional y su enfoque 
por competencias, orientado al desarrollo de habilidades ciudadanas.

La lista de temas referidos al derecho a la educación en el Perú es 
bastante más amplia que la descrita en este ensayo. Por ejemplo, re-
cientemente se ha producido un interesante debate acerca de diferen-
tes tipos de segregación, pero sobre todo la referida al nivel socioeco-
nómico, que limita las posibilidades de muchos niños, niñas y jóvenes 
de educarse en ambientes socialmente diversos, que fomenten la inclu-
sión. Existe evidencia de que en el Perú se mantienen altos niveles de 
segregación (Murillo y Carrillo, 2020) y de cómo esta limita, además, los 
resultados educativos (Cueto, León y Miranda, 2016). Vinculado con esto, 
ha habido una discusión sobre el papel que ha jugado la expansión de la 
educación privada tanto en los procesos de segregación educativa como 
en el logro de los fines nacionales, públicos, de la educación (Balarin y 
Escudero, 2018). De hecho, está planteado un debate internacional acer-
ca de la educación privada y su monitoreo.22 La aparición de escuelas 
privadas de bajo costo en zonas urbanas y otras dinámicas del sector 
merecerían ser discutidas en el contexto de un enfoque del derecho a 
la educación como el que se plantea aquí (Balarin et al., 2019). Esto no 
implica ninguna crítica de mi parte a la educación privada –excepto a las 
instituciones que no cumplen con normas mínimas–, aunque sí es una 
aspiración basada en el derecho a la educación: la escuela pública de 
menor calidad educativa debería brindar oportunidades de al menos el 
mismo nivel que la escuela privada de mayor calidad educativa. Si bien 
en la actualidad esta es, ciertamente, una utopía, mi propuesta es que 
sea vista como una aspiración de las siguientes gestiones en el sector.

Otro tema controversial es la igualdad de género. En este caso, las 
diferencias entre hombres y mujeres no parecen concentrarse tanto 
en el acceso o los resultados educativos, sino en los roles acerca de 
lo que es y debe hacer un hombre o una mujer que se difunden por 
diferentes medios –por ejemplo, materiales escolares– (Mena y Málaga, 

22 	 Véanse, por ejemplo, los principios de Abidjan sobre el rol de los actores privados en 
educación y la supervisión por parte del Estado https://www.abidjanprinciples.org 
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2014). A través de estos se transmiten mensajes sutiles que limitan las 
aspiraciones y posibilidades, sobre todo de las niñas, y que restringen 
la “normalidad” a lo heterosexual. Así, la agenda de la población LGTBI 
–que incluye aspectos como la prevención de la violencia (bullying) en 
la escuela– prácticamente no ha sido incorporada en el debate acerca 
del derecho a la educación. Vinculada con el tema de género aparece la 
necesidad de promover programas eficaces de educación sexual integral, 
una demanda a la que se resiste un sector de la población, que argumenta 
que este tema debería abordarse únicamente en los hogares. Esta posición 
resulta injustificable en un país con altas tasas de abortos clandestinos y 
embarazos adolescentes no deseados (Mendoza y Subiría, 2013).23

La lista de temas vinculados con el derecho a la educación podría 
continuar incluyendo temas como el derecho de todas las personas a 
acceder a la educación superior, el derecho a educarse de las personas 
con discapacidad, de la población indígena y afroperuana, de las perso-
nas privadas de su libertad, de los migrantes, de las personas hospitali-
zadas, de las personas que viven en zonas de frontera y de las personas 
de la tercera edad, así como el derecho a la educación cuando se produ-
cen situaciones de catástrofe o emergencia. Abordar todos estos temas 
requeriría una extensión mayor que la planteada para este ensayo. 

3. Apuntes finales: el derecho a la educación 
en una sociedad (que pretende ser) democrática

En este ensayo he buscado sentar las bases para hacer dos propuestas: 
en primer lugar, que el derecho a la educación de todas las personas, a lo 
largo de sus vidas, debería ser el eje que guíe la política educativa del país. El 
marco internacional para esta propuesta se puede encontrar en el Objetivo 
de Desarrollo Sostenible 4, que plantea: “Garantizar una educación inclu-
siva, equitativa y de calidad y promover oportunidades de aprendizaje du-
rante toda la vida para todos”.24 Este ODS y el conjunto de este instrumento 
forman parte de los compromisos del Perú con la comunidad internacional 
hacia el 2030. Es curioso, sin embargo, que su presencia en la discusión 
pública en el Perú sea muy limitada, tal vez porque las diferentes gestiones 
gubernamentales no han sido proclives a rendir cuentas a la ciudadanía.

Es indudable que la educación peruana tiene que adecuarse a los 
retos específicos que se plantean en el país. Estos retos se vinculan 

23 	 Para un estudio más reciente y datos acerca del Perú y la región, véase el informe de 
UNFPA y Plan Internacional https://peru.unfpa.org/sites/default/files/pub-pdf/estudio_
csemap_ver_digital_1.pdf. 

24 	 Véase https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/education/. 
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con múltiples aspectos, incluyendo altos niveles de corrupción, bajos 
niveles de institucionalidad democrática, altos niveles de violencia de 
diferente tipo –delincuencia, terrorismo, violencia de género, etcé-
tera–, bajos e inequitativos logros de aprendizaje, diferentes formas 
de contaminación ambiental y bajos niveles de productividad de la 
población, por mencionar algunos urgentes. Entre los instrumentos 
vigentes en el Perú actualmente, el Proyecto Educativo Nacional al 
2036 ha planteado algo coherente con lo escrito aquí. En su visión 
dice: “Todas las personas en el Perú aprendemos, nos desarrollamos 
y prosperamos a lo largo de nuestras vidas, ejerciendo responsable-
mente nuestra libertad para construir proyectos personales y colecti-
vos, conviviendo y dialogando intergeneracional e interculturalmente, 
en una sociedad democrática, equitativa, igualitaria e inclusiva, que 
respeta y valora la diversidad en todas sus expresiones y asegura la 
sostenibilidad ambiental” (p 24).25 El documento plantea “el reto de 
la ciudadanía plena”, que es una visión afín a la que estamos propo-
niendo aquí, pero partiendo del derecho a la educación. La educación 
peruana, a pesar de las normas internacionales y nacionales citadas, 
no ha estado guiada por un enfoque basado en el derecho a la edu-
cación, sino por una percepción utilitaria que la presenta como un 
instrumento para el desarrollo económico o productivo de los ciuda-
danos; solo así se pueden explicar los altísimos niveles de inequidad 
educativa y el énfasis que se ha puesto en los aprendizajes en solo 
dos áreas, Lectura y Matemática, en vez de buscar un desarrollo in-
tegral de los estudiantes, coherente con el currículo nacional vigente. 
Sin querer menospreciar la importancia de la educación para el desa-
rrollo de habilidades productivas, se requiere un concepto integrador 
que oriente el sistema. Para esto hemos propuesto aquí un enfoque 
basado en el derecho a la educación que ayude a profundizar nuestra 
débil democracia; de esta manera se combinarían las aspiraciones 
hacia los individuos y hacia la colectividad de la nación peruana.

En segundo lugar, como conclusión del ensayo, propongo que se re-
quiere mayor claridad respecto de lo que un enfoque como el sugerido 
implicaría en términos de normas, políticas, programas y presupuesto. 
Es urgente iniciar esta discusión, para lo cual resultan relevantes docu-
mentos como el publicado por la Unesco (2019). En este documento 
se encuentran una serie de debates y normas internacionales de las 
cuales el Perú forma parte.

25 	 Véase https://www.cne.gob.pe/uploads/publicaciones/2020/proyecto-educativo-nacio-
nal-al-2036.pdf. 
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De acuerdo con la discusión anterior, planteo que lo primero que 
debería generarse es un sentimiento de indignación ciudadana por los 
bajos e inequitativos resultados de la educación peruana. ¿Cómo hemos 
podido tolerar que la calidad de la educación recibida y los resultados 
de los estudiantes durante la adolescencia o adultez temprana sean 
predecibles en gran medida con los datos acerca de la riqueza de los 
niños o niñas recién nacidos? (Cueto, Escobal et al., 2018). En el Perú, una 
persona que nace en una familia pobre o pobre extrema, en una zona 
rural o indígena, o que presenta discapacidad, entre otros factores de 
riesgo, tiene más probabilidades de asistir a una escuela de baja calidad 
y obtener menores resultados educativos a lo largo de su vida. Se trata 
de un sistema educativo tremendamente injusto, que no refuerza las 
metas democráticas a las que, como nación, nos hemos comprometido. 
Reconocer esta inequidad y hacer planes para revertirla debería ser la 
primera prioridad educativa de cualquier gestión articulada en un enfo-
que de derechos y refuerzo de la democracia del país en su conjunto.

En cuanto a las recomendaciones de política, parecería que la prime-
ra es subrayar la conveniencia de iniciar una discusión pública y parti-
cipativa acerca de los aspectos que deberían incluirse en un plan para 
garantizar el derecho a la educación de todas las personas. Sobre esta 
base, sería conveniente elaborar un informe técnico que precise el mon-
to requerido para ofrecer una educación pública gratuita de calidad a 
todos los estudiantes.26 Una vez que se cuente con los dos insumos 
anteriores, se debería elaborar un plan de acción que considere el apor-
te de actores públicos y privados, así como los compromisos y plazos 
requeridos.

En cuanto a los actores que podrían iniciar un diálogo sobre el tema y 
llevarlo adelante, está, en primer lugar, el Minedu. Sin embargo, a lo largo 
del documento hemos mencionado a otros actores, como la Defensoría 
del Pueblo, el Consejo Nacional de Educación, el Acuerdo Nacional, y los 
gobiernos regionales y locales. Quisiéramos añadir aquí el notable trabajo 
de la Campaña Peruana por el Derecho a la Educación,27 que forma parte de 
la Campaña Mundial, en cuyo marco se han realizado eventos y publicado 
informes muy relevantes para el presente debate. Contamos, además, 
con muchas universidades, centros de investigación, organizaciones de la 
sociedad civil, y organismos multilaterales y de cooperación internacional 

26 	 En el Acuerdo Nacional y la Ley General de Educación se menciona que la inversión en este cam-
po debería llegar a un equivalente al 6% del PBI. Sin embargo, este monto no tiene un sustento 
basado en un análisis del costo de una educación que brinde oportunidades a todos los estudian-
tes, considerando sus características personales, familiares y del entorno en el que viven.

27 	 Véase http://cpde.org.pe. 
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que podrían participar, empezando por el sistema de Naciones Unidas. Los 
actores más relevantes del proceso deben ser los estudiantes, seguidos 
por los docentes, directivos y la ciudadanía en general, con un rol activo 
en la definición de la agenda y la priorización de acciones.

Finalmente, me resulta claro que, con el fin de avanzar en una educa-
ción basada en derechos para el desarrollo en democracia, se requieren 
no solo buenas intenciones y voluntad política, sino recursos. De ahí la 
importancia de estimar costos, y formular planes con fechas y respon-
sables. Se trata de un trabajo que, si se asume, requerirá tiempo y es-
fuerzo. Para poder calibrar los avances se requiere un monitoreo basado 
en un sistema de indicadores que amplíe los que se usan actualmente, 
alineándolos con las metas del plan acordado, que debería trascender 
los Gobiernos. Al respecto, la National Academies of Sciences, Enginee-
ring, and Medicine, de Estados Unidos, publicó en el 2019 un informe so-
bre el monitoreo de indicadores de equidad, sugiriendo que se deberían 
considerar tanto oportunidades como resultados educativos. El derecho 
de la población a educarse a lo largo de la vida debería ser un tema de la 
mayor importancia si se quiere avanzar en un crecimiento saludable del 
sistema, de modo que se busquen mejoras en los indicadores a escala 
nacional, pero simultáneamente reduciendo las inequidades entre los 
grupos mencionados a lo largo del ensayo; así, la propuesta es generar 
un sistema educativo con equidad hacia arriba. 
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